
Opinión

El caso “cascadas” fue el escándalo más grande 
de corrupción empresarial, que tuvo como modus 
operandi operaciones de compra y venta de accio-
nes de SQM y otras empresas del grupo, que fueron 
consideradas como un esquema para beneficiar a 
Julio Ponce Lerou y perjudicar a los accionistas mi-
noritarios, incluyendo a las AFP (Administradoras 
de Fondos de Pensiones). Como siempre cuando se 
trata de delitos económicos, no tuvieron sanciones 
y hoy además de recibir un cariñito del Servicio de 
Impuestos Internos, recibieron un premio a la co-
rrupción, de 35 años para la explotación de litio en 
el Salar de Atacama. La señal es clara… tienes que 
ser corrupto y nefasto para llegar a jugosos acuer-
dos con el Estado Chileno.

Para hacer una limpieza de imagen, este jueves 
se dio luz verde para arrancar el proceso que re-
organizará la estructura societaria más icónica y 
controvertida en la historia del país, ahora sin Julio 
Ponce como figura. Lo más patético es que ahora su 
hija Francisca, la nieta del dictador Pinochet, será 
quien tome las riendas patrimoniales y de gestión 
de las sociedades (las mismas del caso cascadas) y 
será quien encabezará esta nueva etapa.

Las mesas directivas de Oro Blanco, Nitratos de 
Chile, Potasios de Chile, Pampa Calichera, Norte 
Grande y Global Mining aprobaron de forma unáni-
me un esquema para fusionarse. Así, quedarán solo 
dos firmas “aguas arriba”: Oro Blanco y Potasios. La 
esperada operación no fue fácil y se da justamente 
cuando las sociedades dan por cerrada la disputa 
tributaria con el Servicio de Impuestos Internos (SII). 
Cabe recordar que todo comenzó en 2011, cuando la 
Superintendencia de Valores y Seguros de Chile im-
pugnó una infracción a las sociedades cascadas por 
venta de acciones acogidas al artículo 107 de la Ley 
de la Renta, operación que les permitió pagar solo un 
10% de impuesto, en vez del impuesto de primera ca-
tegoría. A partir de eso, el SII emitió liquidaciones a 
cada una de las sociedades involucradas y comenzó 
un largo y complicado juicio tributario que recién en 
2022 dio indicios de que llegaría a puerto. Ese año, 
las Cascadas se comprometieron a pagar los mon-
tos en cuestión. Las cifras no eran menores. Norte 
Grande pagó US$ 4,4 millones; Oro Blanco, US$ 20 
millones; Pampa, otros US$ 24 millones; y Nitratos, 
US$ 78 mil. Tras ello, las sociedades debieron recti-
ficar todas sus declaraciones de impuestos de años 
anteriores. Un asunto que recién se resolvió a fina-
les de 2024 para estas tres sociedades, mientras que, 
paralelamente, Potasios solucionaba la denegación 
de devoluciones o ganancias que sumaban US$ 14 
millones. Cabe señalar cada empresa recibió el be-
neficio de la condonación de los intereses (la cifra 
de la condonación se desconoce, pero deben ser va-
rios millones de dólares).

Empresarios cuestionados, con claras señales de 
mala fe, con intensiones de defraudar al Estado y a 
sus socios los accionistas minoritarios, serán quie-
nes dirigirán los destinos de Soquimich, empresa 
que ahora tiene 35 años para explotar el salar más 
grande y lucrativo del país para extraer el litio… 
Que ironía!!!!!! 

La semana pasada diversos medios nacionales 
difundieron la sentencia de la demanda laboral 
que perdió Televisión Nacional de Chile y ganada 
por el exfuncionario, don Marcelo Álvarez, quien 
trabajó para la empresa casi 34 años. Su despido 
fue el 20/03/2024 por incumplimiento grave de 
las obligaciones que impone el contrato.  

Este tipo de juicios es común en los Tribunales 
Laborales ya que, todo trabajador(a) tiene derecho 
a reclamar contra la causal de despido, al encon-
trarla injustificada por falta de fundamentos. No 
obstante, este juicio es digno de analizar por los 
argumentos esgrimidos por ambas partes. Los in-
vito a buscar el expediente en la plataforma www.
pjud.cl, con el RIT: O-395-2024, del Juzgado de 
Letras del Trabajo de Valparaíso; en especial a jó-
venes contadores y administradores de empresas 
con mención en personas, o como los conocemos 
los mayores “recursos humanos”.

Se extrae de la sentencia que, para que un des-
pido sea justificado por incumplimiento grave a 
las obligaciones que impone el contrato, deben 
reunirse tres requisitos: 1. Que haya incumpli-
miento de una obligación; 2. Que la obligación esté 
contenida en el contrato de trabajo; 3. Que tal in-
cumplimiento pueda ser calificado de grave.

Es relevante que las obligaciones estén des-
critas en el contrato de trabajo, y que realmente 
generen un impacto que perjudique gravemente 
a la empresa.  Lo que para un empleador puede 
ser gravísimo, para otro puede parte de la tóni-
ca normal de funcionamiento del negocio, lo que 
comúnmente conocemos como: ”Gajes del oficio”.  
Los Magistrados de los Tribunales Laborales son 
los convocados para dirimir si el trabajador incu-
rrió realmente en un incumplimiento grave.  Y en 
este caso, se determinó en primera instancia que 
no era grave, así que TVN deberá pagar al extra-
bajador la suma de $122.080.281, con reajustes e 
intereses.  Esto se le exige al canal de televisión 
de todos los chilenos, que por años ha sido mal 
administrado y que hoy incluso lo obliga a vender 
propiedades en diferentes regiones para cubrir las 
deudas.  Es decir, sacrificar el patrimonio gana-
do por anteriores buenas administraciones para 
pagar los errores posteriores.

Igualmente nos encontramos con el llamado 
“pago de Chile”. Un funcionario con 34 años de 
relación laboral, comete un error supuestamen-
te “grave” y es despedido sin mayor miramiento.  
Más que un tema legal, es un tema ético: ¿Le da-
mos otra oportunidad o simplemente cortamos 
la cabeza para generar precedente? En estos casos 
es bueno la pausa y el análisis concienzudo de la 
situación.  Es cierto que la molestia existe, pero 
también debe mirarse el pasado, en especial cuan-
do la gravedad es cuestionable.  Debe ser difícil 
tomar decisiones concienzudas en una institución 
en crisis de sobreendeudamiento.  Pero sumar 
$122 millones de pesos a las pérdidas del año pa-
sado de 18.000 millones, y un endeudamiento de 
$72.000 millones, amerita que las todas las próxi-
mas decisiones sean tomadas con cautela.

Chile está siendo testigo del avance de un 
fenómeno tan silencioso como grave: el robo sis-
temático de infraestructura crítica del sistema 
eléctrico. En el caso de las redes de transmisión, 
solo en el primer trimestre de este año ya se han 
registrado más de 40 robos, con un daño econó-
mico cercano a —lea detenidamente— un millón 
de dólares. Esta cifra representa dos tercios de 
lo perdido en todo el 2024 y casi un tercio del to-
tal acumulado entre 2021 y 2024. No se trata de 
hechos aislados ni menores. Son, en su mayo-
ría, casos donde bandas organizadas actúan con 
impunidad.

En transmisión, el robo es de cables, del acero 
con que están construidas las torres, de maqui-
naria, de fibra óptica, de partes de subestaciones 
y de un sinnúmero de otros elementos, todos 
ellos esenciales para dar suministro eléctrico. 
Similares afectaciones han ocurrido en otros 
segmentos del mercado eléctrico, agravando la 
situación. El riesgo es que la energía no llegue a 
hospitales, industrias y hogares. Pero también 
es que se afecte la integridad de nuestros cola-
boradores, como de hecho ha acontecido. En la 
subestación Mejillones, cinco trabajadores fueron 
maniatados por delincuentes armados, reflejan-
do de modo patente el nivel de violencia que las 
bandas han alcanzado.

Este problema no se resuelve solo con más re-
cursos privados. Frente al avance delictual, las 
empresas enfrentan serias limitaciones (partien-
do por la más básica: la carencia de legitimidad 
para ejercer funciones propias de la seguridad pú-
blica). No es razonable que una ingente cantidad 
de recursos de las empresas se destine a medi-
das costosas, ajenas al negocio y completamente 
excepcionales. A modo de ejemplo, en algunos 
casos se han debido excavar zanjas alrededor de 
subestaciones para protegerlas. Nada que recuer-
de más la vieja usanza medieval.

Desde el punto de vista social, quizás muchas 
medidas privadas tienen una dudosa eficacia y no 
son disuasivas, pero reflejan el nivel de inseguridad 
que se ha instalado en torno a la infraestructu-
ra crítica y la respuesta frente a cierta pasividad 
pública. La delincuencia avanza, y muchas me-
didas que deben provenir del Estado aún no se 
implementan. No se ha aprobado la ley de robo 
de cables; se requiere modernizar la regulación 
del uso de drones; no siempre existen protocolos 
de respuesta integrados con las policías; no hay 
fiscales especializados que persigan estos deli-
tos; y un largo etcétera.

El llamado es claro: se requiere voluntad políti-
ca para actuar y un compromiso institucional para 
proteger la infraestructura estratégica para Chile, 
sea eléctrica, de telecomunicaciones, sanitaria, de 
transporte o cualquier otra. Este es un deber del 
Estado. El momento de actuar es ahora.
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